CARENCIA ACTUAL DE OBJETO/ Se superó la situación vulneradora del derecho a la salud, luego de interpuesta la acción constitucional 

“(…) de acuerdo a los hechos relatados en los antecedentes de esta providencia, la señora Ilgia Rosa fue intervenida quirúrgicamente, en la fecha previamente programada, en la Clínica Oncólogos de Occidente S.A., con la que tiene convenio la Dirección de Sanidad.
De esta manera las cosas, se justifica dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991 (…)”

TRATAMIENTO INTEGRAL/ Deber de cubrir las atenciones de salud necesarias para el manejo de la patología origen de la acción de tutela  
“(…) como no se puede partir de la presunción de que la entidad demandada se abstendrá de garantizar los servicios médicos que ha de requerir la demandante, y al desconocer qué tratamiento será el que llegue a necesitar, ha adoptado una posición intermedia que asegura la protección de los derechos reclamados, sin lesionar aquellos de que es titular la entidad prestadora de servicios de salud y así ha dispuesto que ese tratamiento integral se garantice respecto de la enfermedad por la que se prodigó el amparo constitucional (…) para obtener la continuidad en el servicio y como mecanismo que busca restablecer la salud de la persona que resultó afectada en tal derecho (…)”
Citas: Corte Constitucional. sentencia T-959 de 2010, T-234 de 2013 y T-117A de 2014.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

        Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

        Pereira, marzo treinta y uno (31) de dos mil dieciséis (2016)

        Acta No. 137 de 31 de marzo de 2016

Expedientes No. 66001-22-13-000-2016-00293-00 
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela instaurada por la señora María Gerardina Osorio Grisales, quien actúa en calidad de agente oficiosa de la señora Ilgia Rosa Osorio Grisales, contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional -Seccional Risaralda- y la Clínica Comfamiliar Risaralda.

A N T E C E D E N T E S

1.- Relató la promotora de la acción los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Actúa como agente oficiosa de su hermana Ilgia Rosa, en virtud a que su grave estado de salud le impide reclamar por sí sus derechos.

1.2 La citada señora, afiliada a los servicios de salud que ofrece la  Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, padece “tumor maligno del Endometrio, anemia moderada y mola hidatiforme, no especificado”; especialista en ginecología y oncología le recomendó “HISTERECTOMIA TOTAL ABDOMINAL AMPLIADA CON VAGINECTOMIA PARCIAL + SALPINGO – OOFEROCTOMIA BILATERAL POR LAPAROTOMIA Y LIBERACION DE ADHERENCIAS O BRIDAS EN INTESTNO POR LAPAROTOMIA”-

1.3 Esos procedimientos fueron autorizados por la Dirección Sanidad Policía Nacional –Seccional Risaralda- y programó celebrarlos la clínica Confamiliar el pasado 14 de marzo. Sin embargo, el 8 del mismo mes se informó a la paciente que no se realizaría la intervención porque se había terminado el convenio que tenían suscritos esas dos entidades.

2.- Considera la agente oficiosa lesionados los derechos a la salud, a la vida y a la integridad personal de que es titular su hermana. Para protegerlos, solicita: a) se ordene a la Clínica Comfamiliar en el término de 48 horas llevar a cabo el procedimiento quirúrgico ordenado; b) ordenar a la Dirección Sanidad, Policía Nacional, Seccional Risaralda, reconocer todos los gastos relacionados con el procedimiento, recuperación y tratamiento de la paciente, según indicaciones del médico especialista y, en virtud al convenio celebrado; y c) ordenar el tratamiento integral.

3.- Solicitó como medida provisional se realice por parte de la Clínica Comfamiliar la cirugía programada para el 14 de marzo. 
ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Mediante proveído del pasado 10 de marzo se admitió la acción y como medida provisional, se ordenó a las entidades accionadas, en el ámbito de sus competencias, garantizar a la demandante que los servicios médicos que le fueron recomendados se practicarán, a más tardar, el 14 de marzo y se le asegure la atención posquirúrgica que requiera.
2.- La Clínica Comfamiliar manifestó que a pesar de que a la fecha no existe contrato vigente con la otra accionada, se acatará lo ordenado, pero deberá el Tribunal ordenarle pagar de manera inmediata el pago de los servicios prestados.
La Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, Seccional Risaralda, guardó silencio. 

3.- La agente oficiosa en escrito presentado el 14 de marzo, manifestó que su hermana estaba en la Clínica de Oncólogos de Pereira, le practicaron una cirugía de tumor agresivo, pero le detectaron otro. Solicita entonces se continúe con la tutela.

4.- Por auto del 18 de marzo se ordenó requerir al Director de la Clínica Comfamiliar, a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, Seccional Risaralda, y al representante legal de la Clínica Oncólogos de Occidente, para que informaran quién autorizó la realización de los procedimientos y si los mismos se ejecutaron con motivo de un contrato con la Dirección de Sanidad. El Secretario General de la primera entidad manifestó que no intervinieron a la accionante, quien fue remitida el 11 de marzo a la Clínica de Oncólogos, por solicitud de la aseguradora; Auditor Médico y de Calidad de esta última entidad, expresó que el 14 de marzo se ejecutaron las intervenciones recomendadas a la actora, “a cargo de SECCIONAL DE SANIDAD (RISARALDA)”, con la que tienen convenio vigente. La Dirección de Sanidad de la Policía Nacional –Seccional Risaralda- no se pronunció.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2.- La promotora de la acción está legitimada para agenciar los derechos de que es titular su hermana Ilgia Rosa Osorio Grisales, en razón a las graves dolencias que la afectan, de las que da cuenta su historia clínica
 y las confirman la prueba documental sobre la intervención quirúrgica que se le realizó
, así como el memorial presentado por aquella, en el que informa que producto de esa operación le detectaron a su hermana otro tumor, encontrándose actualmente en cuidados intensivos
. En esas condiciones, puede afirmarse con toda seguridad que se encuentra impedida para ejercer su propia defensa.

3.- Considera la citada señora lesionados los derechos a la salud, a la vida y a la integridad personal de su agenciada, ante la negativa de la Clínica Comfamiliar en practicar los procedimientos médicos que requiere, porque terminó en contrato que había celebrado con la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, Seccional Risaralda, para la prestación de aquellos servicios.

4.- De acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, que desde hace algún tiempo modificó su criterio anterior, la salud es un derecho de carácter fundamental y autónomo y para que proceda su amparo por vía de tutela no necesariamente debe estar en conexidad con otro que participe de la misma naturaleza. 
La lesión a tal derecho puede producirse cuando la entidad encargada de garantizar los servicios de salud a sus afiliados cambia de IPS, y no asegura la estabilidad y continuidad en la atención médica requerida por medio de una institución que brinde un manejo eficiente de la enfermedad en términos de calidad y efectividad del servicio prometido. Así lo ha explicado la Corte Constitucional: 
“2.3. Uno de los contenidos obligacionales de la prestación de los servicios de salud que corresponde al Estado, hace referencia a que este servicio público esencial sea proporcionado en forma ininterrumpida, oportuna e integral; razón por la que las justificaciones relacionadas con problemas presupuestales o de falta de contratación, así como la invención de trámites administrativos innecesarios para la satisfacción del derecho a la salud, constituyen, en principio, no solo una vulneración al compromiso adquirido en la previsión de todos los elementos técnicos, administrativos y económicos para su satisfacción, sino también un severo irrespeto por esta garantía fundamental.

 
Por este motivo, las Entidades Promotoras de Salud, al tener encomendada la administración de la prestación de estos servicios, que a su vez son suministrados por las IPS, no pueden someter a los pacientes a demoras excesivas en la prestación de los mismos o a una paralización del proceso clínico por razones puramente administrativas o burocráticas, como el cambio de un contrato médico. En efecto, cuando existe una interrupción o dilación arbitraria, esto es, que no está justificada por motivos estrictamente médicos, las reglas de continuidad y oportunidad se incumplen y en consecuencia, al prolongarse el estado de anormalidad del enfermo y sus padecimientos, se desconoce el derecho que tiene toda persona de acceder en condiciones dignas a los servicios de salud. 

 
2.4. Aunque es razonable que el acceso a los servicios médicos pase, algunas veces, por la superación de ciertos trámites administrativos; la jurisprudencia constitucional ha dejado en claro que el adelanto de los mismos no puede constituir un impedimento desproporcionado que demore excesivamente el tratamiento o que imponga al interesado una carga que no le corresponde asumir. De allí, que se garantice el derecho a acceder al Sistema de Salud, libre de obstáculos burocráticos y administrativos, pues de ello también depende la oportunidad y calidad del servicio.
 
2.5. En esta línea, si bien para la Corte es claro que existen trámites administrativos en el sistema de salud que deben cumplirse, en algunos casos por parte de sus afiliados, también es cierto que muchos de ellos corresponden a diligencias propias de la Entidad Promotora de Salud, como la contratación oportuna e ininterrumpida de los servicios médicos con las Entidades Prestadoras. Estos contratos, mediante los cuales se consolida la prestación de la asistencia en salud propia del Sistema de Seguridad Social, establecen exclusivamente una relación obligacional entre la entidad responsable (EPS) y la institución que de manera directa los brinda al usuario (IPS), motivo por el que no existe responsabilidad alguna del paciente en el cumplimiento de estos.
 
Así pues, en aquellos casos en los cuales las entidades promotoras de servicios de salud dejan de ofrecer o retardan la atención que está a su cargo, aduciendo problemas de contratación o cambios de personal médico, están situando al afiliado en una posición irregular de responsabilidad, que en modo alguno está obligado a soportar; pues la omisión de algunos integrantes del Sistema en lo concerniente a la celebración, renovación o prórroga de los contratos es una cuestión que debe resolverse al interior de las instituciones obligadas, y no en manos de los usuarios, siendo ajenos- dichos reveses- a los procesos clínicos que buscan la recuperación o estabilización de su salud…”

 
5.- Está probado en el proceso que la accionante se encuentra afiliada al Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, en calidad de beneficiaria
; también, que su médica especialista tratante le recomendó los procedimientos a que se refieren los hechos y las pretensiones de la demanda
 y que aunque la intervención quirúrgica estaba programada para ser realizada en la clínica Comfamiliar el 14 de marzo pasado, el 8 del mismo mes se le advirtió que no resultaba posible realizarla porque se había terminado en convenio que para la prestación de servicios de salud había celebrado con la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, hecho afirmado en el escrito por medio del cual se promovió la acción y que no fue controvertido.
En tal forma puede decirse que esta última entidad amenazó los derechos a la salud y a la vida de la demandante, persona afectada por una grave enfermedad y que por tanto requiere de especial protección, con motivo de la terminación del contrato celebrado con la clínica Comfamiliar para la prestación de los servicios médicos a sus afiliados y que conllevó a que esa última entidad le informara que no se le practicaría la cirugía programada.
6.- Sin embargo, de acuerdo a los hechos relatados en los antecedentes de esta providencia, la señora Ilgia Rosa fue intervenida quirúrgicamente, en la fecha previamente programada, en la Clínica Oncólogos de Occidente S.A., con la que tiene convenio la Dirección de Sanidad.    
De esta manera las cosas, se justifica dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: “Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".

Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

 “2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.

2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 

2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”
2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 
En esas condiciones, como ya se superó el hecho que motivó la solicitud de amparo, se declarará la carencia actual de objeto.

7.- En lo relacionado con el tratamiento integral solicitado, ha dicho la jurisprudencia:
“En cuanto principio de integralidad, la Corte Constitucional ha manifestado la atención a la salud debe ser integral y comprende todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes de diagnóstico y seguimiento así como todo cubrimiento que el médico tratante estime necesario para el restablecimiento de la salud del paciente. Este principio comprende dos dimensiones, una relacionada con la atención integral de la garantía al derecho de la salud que se proyecta en diferentes dimensiones de acuerdo a las necesidades de la persona, valga decir requerimientos de orden psicológico, educativo, psiquiátrico, terapéutico entre otros. Y una segunda dimensión orientada al cubrimiento clínico médico necesario para mitigar el estado de salud de un paciente en particular.   

 

Específicamente ha indicado esta Corporación en las sentencias T-170/00, T-133/01, T-111/03, T-062/06, T-518/06, T-492/07 entre otras, que han tratado el principio de intregralidad en los servicios médicos, lo siguiente: 

 

“(…) La atención y el tratamiento a que tienen derecho el afiliado cotizante y su beneficiario son integrales; es decir, deben contener todo cuidado, suministro de droga, intervención quirúrgica, práctica de rehabilitación, examen para el diagnóstico y el seguimiento, y todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento del estado de salud del paciente que se le ha encomendado, dentro de los límites establecidos en la ley”. 
Así pues, el principio de integralidad es uno de los criterios aplicados por la Corte Constitucional para decidir sobre asuntos referidos a la protección del derecho constitucional a la salud. De conformidad con él, las entidades que participan en la prestación médico asistencial de servicios de salud ya sea en el cubrimiento de planes adicionales de salud o de los servicios médicos incluidos en el POS, deben brindar un cubrimiento de todas las contingencias que afecten la salud de los afiliados y servicios médicos necesarios para concluir los tratamientos previamente iniciados.  

De acuerdo con los argumentos expuestos, tenemos entonces que la atención integral se refiere entonces al tratamiento y rehabilitación de la persona enferma, en general todas las prestaciones necesarias para restablecer el estado de salud afectado...”
.
Esta Sala ha sostenido de manera reiterada que las órdenes de carácter genérico no proceden en materia de tutela, en virtud de que el artículo 86 de la Constitución Política la concibió como mecanismo excepcional de protección y con la finalidad exclusiva de otorgar amparo directo, efectivo e inmediato a los derechos fundamentales de las personas frente a vulneraciones concretas de que puedan ser objeto.

En esas condiciones, como no se puede partir de la presunción de que la entidad demandada se abstendrá de garantizar los servicios médicos que ha de requerir la demandante, y al desconocer qué tratamiento será el que llegue a necesitar, ha adoptado una posición intermedia que asegura la protección de los derechos reclamados, sin lesionar aquellos de que es titular la entidad  prestadora de servicios de salud y así ha dispuesto que ese tratamiento integral se garantice respecto de la enfermedad por la que se prodigó el amparo constitucional, siguiendo de cerca la jurisprudencia que también lo ha ordenado para obtener la continuidad en el servicio y como mecanismo que busca restablecer la salud de la persona que resultó afectada en tal derecho. Así entonces, se procederá.
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

1. DECLARAR la carencia actual de objeto en la solicitud de tutela reclamada por la señora María Gerardina Osorio Grisales, como agente oficiosa de la señora Ilgia Rosa Osorio Grisales, contra la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional –Seccional Risaralda- y la Clínica Comfamiliar Risaralda.
2º.- SE ORDENA a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional –Seccional Risaralda-, suministrar a la señora Ilgia Rosa Osorio Grisales un tratamiento integral para su patología de tumor maligno de endometrio y lo que se desprende de la misma, en los términos que dispongan sus médicos tratantes, estén o no incluidos en el POS, hasta tanto se reestablezca su salud. 

3º.- Notifíquese esta providencia a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

4º.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme lo dispone el artículo 32 del referido decreto.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

Los Magistrados,

                 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folios 5 a 12


� Folios 33 y 34


� Folio 27


� Sentencia T-234 de 2013, MP. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� Ver copia del carne a folio 3


� Ver historia clínica, que obra a folios 5 a 12


� Sentencia T-117A de 2014, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� Sentencia T-959 de 2010, Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.
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